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Nuevos argumentos del Banco 
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Estado 
Por Laura Golbert* 

 

Afines de 1997 el Banco Mundial pre sentó, como lo hace todos los años, su informe sobre Desarrollo Mundial1. 
El documento, tal como lo anuncia su título, está dedicado a analizar el papel del Estado en un mundo en 
transformación. Pero no es sólo el mundo el que se está transformando: este informe revela que algo también 
está cambiando en el propio Banco. La elección del tema es un indicador de los nuevos tiempos que corren, ya 
que es la primera vez desde que comenzó la década de los 80 que el informe se dedica a analizar la cuestión del 
Estado2 intentado responder la pregunta de “por qué y en qué forma algunos Estados consiguen mejor que otros 
mantener el desarrollo, eliminar la pobreza y adaptarse al cambio”, Pero es su tratamiento, como veremos a 
continuación, lo que más sorprende en un documento que es el más leído de todas las publicaciones del Banco3.  

De acuerdo con lo que ahí se dice, fueron los “trascendentales acontecimientos registrados en la economía 
mundial”, como  la caída de las economías dirigidas de la antigua Unión Soviética y de Europa Central y 
oriental, la crisis fiscal del Estado de Bienestar en la mayoría de los países industrializados,  el importante papel 
desempeñado por el Estado en el milagro económico de algunos países del Asia Oriental y  el desmoronamiento 
del Estado y la multiplicación de las emergencias humanitarias en varias partes del mundo, los que obligaron a 
replantear “algunos interrogantes fundamentales: cuál debe ser el papel del estado, qué es lo que puede y lo que 
no puede hacer, cómo debe hacerlo”. 

Es que, según la interpretación del Banco, el factor determinante de estos acontecimientos ha sido la eficacia o 
ineficacia de los poderes públicos. Un Estado eficaz es imprescindible no sólo “para poder contar con los bienes 
y servicios necesarios -y las normas e instituciones- que hacen posible que los mercados prosperen” sino también 
para que las personas tengan una vida más saludable y feliz.  

En otra palabras, son las “fallas” que presenta el mercado y la búsqueda de mayor equidad, las razones que 
justifican la intervención del Estado. Pero para lograr que esta intervención sea eficaz hay que conjurar un  
peligro: el de las “disfunciones del gobierno”4. 

El Estado  puede cumplir un papel clave en el objetivo de aumentar el bienestar social, debido a  que posee  
ventajas comparativas por “...sus poderes para imponer tributos, prohibir, castigar y exigir la participación. Sus 
poderes tributarios le permiten financiar el suministro de bienes públicos, su poder para prohibir y castigar le 
faculta para proteger la seguridad personal y los derechos de propiedad, y su poder para exigir la participación le 
permite reducir al mínimo el número de personas que disfrutan de los bienes públicos pero se resisten a pagar la 
parte del costo que les corresponde”. 

                                                            
* Laura Gobert es investigadora del CECE, Centro de Estudios para el Cambio Estructural 
1 «El estado en un mundo en transformación». Informe sobre el Desarrollo Mundial, 1997. Banco Mundial, Washington, 
1997. 
2 Los anteriores informes, según se puede apreciar por los títulos,  versaron sobre temas diversos como “La recesión de la 
economía mundial y las perspectivas de recuperación. La gestión en el proceso de desarrollo”(1983), “ Recuperación o 
recaída de la economía mundial? Cambios demográficos y desarrollo» (1984),“El capital internacional y el desarrollo 
económico”(1985), “Recuperación vacilante y perspectivas del desarrollo sostenido. Políticas comerciales y de precios en la 
agricultura mundial (1986)”, Oportunidades y riesgos en la gestión de la economía mundial. Las finanzas públicas en el 
proceso de desarrollo» (1988),  «Los sistemas financieros y el desarrollo» (1989), «La Pobreza» (1990), «La tarea acuciante 
del desarrollo» (1991). 
3 Ver, Nicholas Stern with Francisco Ferreira,  The World bank as “Intellectual Actor”, The Development Economics 
Research Programme, London School of  Economics, noviembre de 1993. 
4 “Las disfunciones del mercado y la preocupación por la equidad ofrecen una justificación económica para la intervención 
estatal pero no existen garantías de que tal intervención vaya a beneficiar a la sociedad. Las disfunciones del gobierno pueden 
ser tan comunes como las del mercado. Por lo tanto, el reto es conseguir que los procesos políticos y las estructuras 
institucionales cuenten con los incentivos idóneos que les impulsen a intervenciones que realmente mejoren el bienestar 
social.” Banco Mundial, 1997, op.cit. pag.28. 
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Para poder alcanzar este bienestar,  es condición necesaria contar con un Estado con las capacidades suficientes 
como para emprender y promover acciones de interés colectivo en forma eficiente. Reconociendo que existen 
grandes diferencias de situación y puntos de partida entre los países, en el documento se aclara que sólo se 
intenta señalar algunas formas de “reducir la brecha entre lo que se espera de él y su capacidad de respuesta”. 

Para ello el Banco propone una doble estrategia:  

a) Acomodar la función del estado a su capacidad. Muchos estados tratan de hacer demasiado con pocos 
recursos y escasa capacidad y, con frecuencia, los perjuicios son mayores que los beneficios. Esta 
afirmación no significa que haya que desmantelar al Estado ni que su capacidad sea una realidad 
inmutable. Por el contrario, en algunas áreas, lo que se necesita para aumentar la eficacia es un mayor 
empeño. Para que este empeño no se frustre es importante distinguir no sólo entre lo que se debe y no se 
debe hacer sino también cómo se va a prestar los servicios básicos, establecer la infraestructura, regular 
la economía de acuerdo con las circunstancias del país. 

b) Por eso, el segundo elemento de la estrategia es aumentar la capacidad del Estado mediante la 
revitalización de las instituciones públicas, lo cual incluye acciones tan diversas como establecer 
normas y controles eficaces para poner coto a las medidas estatales arbitrarias y luchar contra la 
corrupción arraigada, exponer a las instituciones estatales a una competencia mayor a fin de 
incrementar su eficiencia, mejorar el desempeño de las instituciones estatales mediante el aumento de 
las remuneraciones e incentivos, hacer que el sector estatal responda más eficazmente a las necesidades 
de la población mediante una mayor participación y descentralización.  

Si bien se reconoce que no todos los estados pueden hacer todo y se debe adecuar la función a la necesidad, hay 
tareas que son ineludibles. Así, en el capítulo 3 “Asentar los cimientos económicos y sociales”, se afirma que 
para lograr un desarrollo sostenible y compartido que conduzca a la reducción de la pobreza, el estado debe 
intervenir para: a)establecer un ordenamiento jurídico básico que garantice las bases institucionales de los 
mercados sobre las bases del derecho de propiedad, b) asegurar la estabilidad macroeconómica,  c) invertir en las 
personas y en infraestructura, ofreciendo una serie de bienes de utilidad pública que los mercados no suministran 
en cantidad suficiente y que tienen beneficios secundarios para el conjunto de la sociedad,  d)proteger a los 
grupos vulnerables, d) defender el medio ambiente. 

La propuesta de una intervención estatal más eficiente no significa el abandono de la defensa de una economía 
de mercado ni la apuesta a favor de la liberalización de los mercados. Por el contrario, el Banco considera que el 
exceso o la rigidez de la reglamentación inhibe la iniciativa privada. Más adelante se afirma que ”...las empresas 
estatales, en mucho casos sostenidas por privilegios monopólicos dominan ciertas esferas económicas que serían 
más provechoso dejar en manos de los mercados competitivos”.   

Esta temática es la que se aborda en el capítulo cuatro titulado “Impulsar los mercados: liberalización, 
reglamentación y política industrial”. Reconociendo que, cuando se trata de determinar con precisión la función 
del Estado, en materia de reglamentación de política industrial el consenso es menor que cuando se propone 
utilizar las capacidades del Estado para asentar los cimientos económicos y sociales5, el Banco propone una 
segunda etapa de la reforma del Estado, que  es la que va a permitir crear un entorno económico favorable para 
los mercados privados competitivos. Ello significa que debe haber reglas  de juego que faciliten la competencia 
así como  un marco institucional, jurídico y normativo que garanticen “el derecho de propiedad, los mercados, 
incluidos (especialmente) los mercados financieros”.  

Es en la tercera parte del documento donde se formula con más detalle la propuesta de “revitalizar la capacidad 
institucional”. La postura del Banco es que junto con un personal motivado y capaz y un sistema de prestación 
eficiente y eficacaz, es necesario desarrollar una fuerte capacidad central para formular y coordinar políticas. 
Para ello se deberán “establecer normas que den a los políticos y sus asesores la flexibilidad que necesitan para 
formular estrategias de acción y, al mismo tiempo, enmarcar las decisiones en procesos que admitan la 
participación y supervisión de las partes interesadas.”  

Parte de esta revitalización de la capacidad institucional es la lucha contra la corrupción, entendida como el 
abuso de autoridad pública para conseguir un beneficio privado. Es que, de acuerdo con la concepción del 
                                                            
5 Es interesante el modo como está redactado en el documento. Si bien está fuera de mis posibilidades hacer un análisis 
centrado en el discurso, vale la pena marcar la utilización que se hace de la palabra «consenso». Cuando se quiere apoyar o 
sostener una postura del Banco, se habla de un consenso general, mientras que cuando se presentan otras posturas, se dice 
que el consenso está menos extendido. En un trabajo de reciente aparición, “ Japón, el Banco Mundial y el arte del 
mantenimiento del paradigma: El milagro del Este asiático en perspectiva política”, de Robert Wade, publicado en el número 
147 (1997) de Desarrollo Económico, se analiza el modo como se procesa la información en el Banco . También resultan 
interesantes las observaciones vertidas en  este sentido por Stern y Ferrara, op.cit. 
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Banco, el monopolio del estado sobre las acciones coercitivas le confiere autoridad para intervenir eficazmente 
en la actividad económica pero, también, le da el poder de actuar en forma arbitraria en su propio beneficio y en 
menoscabo del interés general. “Así pues los países deben esforzarse por establecer y mantener mecanismos que 
den a los organismos del estado la flexibilidad y los alicientes para actuar en pro del bien común y, al mismo 
tiempo, poner coto a los comportamientos arbitrarios y corruptos en sus tratos con las empresas y los 
ciudadanos.” 

Luchar por el bien común, lograr que el desarrollo alcance a todos los ciudadanos significa también dar “voz” a 
quienes no la tienen. Es decir, escuchar a los más necesitados.  Reconociendo que “los ciudadanos tienen 
diversas cuotas de poder y de recursos y diferentes intereses” el Estado, para ser eficaz, debe tratar de representar 
y atender a todos ellos. Pero, en general,  las necesidades y preferencias de los ricos y poderosos están reflejadas 
en las metas y prioridades de la política oficial, mientras que  los pobres y los marginados “luchan por hacerse 
oír en los pasillos del poder”. En consecuencia, estos y otros grupos menos ruidosos no reciben la atención que 
merecen en las políticas y en los servicios públicos. 

En su último capítulo, “El camino hacia el cambio”,  el Banco insiste en la enorme influencia que el Estado tiene 
para lograr un desarrollo  económico y social de un país sustentable ya que posee un “inigualable potencial para 
propulsar, fomentar y encauzar el proceso de cambio orientado a la consecución de metas colectivas. Cuando 
este potencial se ha aprovechado eficazmente, las economías han prosperado. En los demás casos, el desarrollo 
se ha atrofiado”.   

La reforma del Estado es recomendada por el Banco no sólo por ser un factor clave en las posibilidades de un 
desarrollo económico sustentable, sino también por la construcción de un orden internacional en un mundo 
globalizado6. Incluso se plantea la necesidad de la cooperación internacional para la defensa de lo que el Banco 
denomina “bienes públicos internacionales”, como la paz mundial, un mercado único de bienes y servicios y un 
patrimonio  común de conocimientos básicos. La ayuda para el desarrollo, aunque no es un bien público en 
sentido estricto, justifica también la cooperación internacional por motivos relacionados con la equidad mundial.  

¿Qué es lo que llama la atención en  este texto? ¿ En qué se  diferencia de los anteriores? 

Si bien en otros informes de esta misma serie se hacía mención a algunas de las cuestiones aquí analizadas, como 
la lucha contra la corrupción o la necesidad de una reforma administrativa, «lo destacable de este documento es 
una revalorización no sólo de un marco institucional que asegure el desarrollo económico y preserve la 
propiedad privada sino también del papel del estado para garantizar el bienestar del conjunto de los ciudadanos: 
no se puede hablar de desarrollo sustentable  si se deja  en los márgenes a una buena parte de la población».   

Con este enfoque el Banco retoma un punto de vista que fue el que predominó en los veinte primeros años 
posteriores a su creación. En los 50 y en los 60 el debate estaba focalizado en el crecimiento a través de la 
industrialización y la sustitución de importaciones, con el gobierno jugando un papel central en este proceso7. En 
los 70 los temas tratados fueron los de la pobreza, su medición, así como los efectos del crecimiento sobre la 
distribución del ingreso. En estos años, el responsable de la institución, Robert Mac Namara (1968-1981), se 
propuso una gestión independiente de la del gobierno de los Estados Unidos. Si bien como dicen Stern y 
Ferreira8, la causalidad entre esta postura y la orientación política de la institución es difícil de establecer, lo 
cierto es que fue en esos años cuando el Banco coloca al tema la pobreza en el lugar más alto de su agenda. Por 
el contrario, en los cinco o seis años posteriores a Mac Namara y coincidiendo con la administración de Reagan, 
el tema perdió importancia. Mientras que Mac Namara, consideraba que “la búsqueda del crecimiento sin una 
razonable preocupación por la equidad es finalmente desestabilizante”, en los 80 y buena parte de los 90 
predominó  la idea de que el crecimiento económico era suficiente para erradicar la pobreza.9  

Incluso en 1996, un año antes del documento que estamos analizando, en el informe titulado “ De la 
planificación centralizada a la economía de mercado” se decía, a propósito de esta transición, que el Estado debe 
convencerse de que es mejor hacer poco y bien que mucho y mal. “Para ello deberá realizar de inmediato una 
doble tarea: reducir su presencia y modificar su naturaleza”10. La presencia del Estado sólo está justificada 
                                                            
6 “Pero el problema de la reforma del estado no se detiene en las fronteras nacionales. En un mundo cada vez más 
interdependiente, las acciones de un país tienen con frecuencia repercusiones para sus vecinos y para el resto del mundo. Y 
cada vez está más extendida la opinión de que algunos bienes y servicios públicos sólo pueden obtenerse mediante la 
cooperación internacional. Por ello, el fortalecimiento de la capacidad del estado supone la creación de vínculos e 
instituciones más eficaces, tanto en el plano internacional como el interno”. Banco Mundial, 1997, op.cit.,pág. 183. 
7 Stern y Ferrerira, op.cit. 
8 Stern y Ferrerira, op.cit. 
9 Stern y Ferrerira, op.cit. 
10 “De la planificación centralizada a la economía de mercado”, Informe sobre el Desarrollo Mundial, Banco Mundial,  
Washington, 1996. 



Otoño de 1998 
 

www.escenariosalternativos.org 4 

cuando los mercados no bastan - en campos tales como la defensa, la educación primaria, los caminos rurales y 
algunas prestaciones de seguridad social- y aun en tal caso sólo en la medida en que mejore el funcionamiento 
del mercado.  

Consistente con esta concepción de un Estado mínimo, el Banco consideraba que la intervención estatal debería 
limitarse a la atención de los más necesitados: “en lugar de garantizar generosamente a todos los individuos unas 
condiciones de vida satisfactorias, los gobiernos deben fomentar una mayor responsabilidad personal en lo que 
respecta a la obtención de ingresos y el bienestar. La protección social es una función básica del Estado en todas 
las economías, pero en una economía de mercado debería, por lo menos en principio, orientarse 
fundamentalmente a los grupos más vulnerables”. 

Hoy el Banco apuesta por una intervención más activa del Estado. Conocer las razones institucionales que 
llevaron a ese cambio significaría encarar una investigación que escapa a los propósito de este artículo. Es 
probable que la incorporación de economistas con enfoques institucionalistas diferentes a la hegemónica postura 
neo-clásica de los 80 y de buena parte de los 90 expliquen, en alguna medida,  las nuevas orientaciones del 
Banco. Pero también es probable que estas ideas se adapten mejor a las necesidades de la  globalización, donde 
la gobernabilidad es un requisito necesario y, hasta me atrevería a decir, imprescindible. En efecto, la 
globalización exige un cierto orden mundial, ya que los inversionistas buscan determinadas condiciones para la 
colocación de los capitales: cumplimiento de las leyes, estabilidad macroeconómica, defensa de la propiedad  
privada.  También  se apuesta a  aumentar el bienestar del conjunto de los ciudadanos como el camino más 
conducente para reducir los niveles de violencia y criminalidad.  Por lo tanto, los estados nacionales deben tener 
la suficiente capacidad de intervención como para asegurar que estas condiciones mínimas,  que garantizan  la 
gobernabilidad,  se cumplan.  

Generar un consenso acerca de que para lograr este orden no alcanza, como se sostenía hace unos años, con 
asegurar el desarrollo del mercado y la subsistencia de los que menos tienen es, sin duda, un hecho auspicioso 
para el país teniendo en cuenta el lugar destacado el Banco ocupa no sólo por su capacidad crediticia sino 
también por su incidencia en las orientaciones de las políticas públicas. 

No voy a analizar cuáles pueden ser las posibles consecuencias en el  campo estrictamente económico, pero sí 
me quiero referir, aunque sea muy brevemente, a la incidencia de este cambio de discurso en el ámbito de las 
políticas sociales. Sabemos, porque mucho se ha escrito, acerca de la dramática situación en que hoy se 
encuentra una buena parte de la población, como lo demuestran los  altos niveles de desocupación, de pobreza, la 
profundización de la polarización social y la creciente marginalidad social.  

En este escenario, pocas dudas caben que el Estado debería cumplir un papel estratégico en el diseño y en la 
gestión de las políticas públicas. El tema es hasta dónde y de que manera debería el Estado intervenir y cuáles 
son las estrategias más adecuadas a implementar. Sin duda, el documento que estamos analizando significa un 
aporte importante a este debate, al resaltar al Estado como un actor clave para mejorar los niveles de equidad.  
Por otra parte, pasar de la propuesta de las redes de contención -programas asistenciales destinados a los sectores 
más vulnerables de la población- que predominó en el Banco en la década de los 80 a una postura que, con 
resonancias “hirschmanianas”, reconoce el derecho de la participación ciudadana de los más pobres abre la 
posibilidad de construir un escenario distinto para el diseño de las políticas sociales.  

Sin embargo, cabe preguntarse cuánto incidirá  este  discurso  en un cambio en la orientación de los programas 
del Banco. Dada la extrema complejidad burocrática del Banco y la poca propensión a introducir cambios, 
parece difícil asegurar  que esta postura se refleje, al menos en el corto plazo,  en las recomendaciones de 
política de la institución. Hasta ahora, al menos,  no hay indicios  del impacto de este documento tanto en lo que 
se refiere a la condicionalidad de sus préstamos como en el diseño de las políticas y programas propuestos. 

Pero este documento, paradójicamente, sí puede ser útil para fortalecer la posición de aquellos que sostienen que 
la decisión de las medidas que se tomen en el campo de las políticas sociales no es tarea que incumbe al Banco 
Mundial.  De hecho, en el propio documento se afirma que frente a situaciones tan disímiles como las que hoy se 
presentan en la escena mundial, cada país deberá tomar las acciones que correspondan.  

Es que en un mundo en transformación, soplando nuevos aires en el Banco -y no solamente en el Banco- 
corresponde que los gobiernos fortalecidos en su gestión, con equipos técnicos capaces, tal como se afirma en 
este documento,  decidan autónomamente sobre sus políticas públicas. Autonomía que les permita decidir cuáles 
son las políticas a seguir para lograr una integración plena del conjunto de los ciudadanos. Sin duda alguna, que 
el Estado no  puede -ni sería deseable- encarar sólo una estrategia de esta naturaleza. Pero sí seguramente debería 
ser  la  pieza central en la creación de un espacio público del que participen distintos actores y en el que los 
estados provinciales y municipales jueguen un papel relevante. Si esto no sucede, el “nuevo discurso” del Banco, 
de poco servirá. 


